ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA 

RADICACIÓN 66001 22 04 003 2016 00056 00

ACCIONANTE: VALENTINA DÍAZ ARIAS     

ACCIONADA: DIRECCIÓN SANIDAD POLICIA NACIONAL
ASUNTO: CONCEDE AMPARO


HIJO MAYOR DE EDAD COMO BENEFICIARIO DE SALUD/ Posibilidad de la reafiliación si la desvinculación del sistema fue sustentada en norma no aplicable y se lesionó el debido proceso/ Requisito de la dependencia económica del cotizante para ser su beneficiario, se deduce de la afirmación indefinida 
“(…) la Jefe Seccional de Sanidad de Risaralda, teniente coronel Luisa Fernanda Vega Bahamón contestó a la demanda de tutela que la entidad no puede prestarle los servicios médicos a la joven Valentina Díaz Arias en su condición de beneficiaria por cuanto en la actualidad no acredita la calidad de estudiante, tal como lo establece el Decreto 1164 de 2014. Sin embargo, dicha respuesta no (…) será atendida por esta Colegiatura si se tiene en cuenta que el Decreto 1164 de 2014 fue derogado por el artículo 89 del Decreto 2353 del 3 de diciembre de 2015 (…)
(…) la joven Valentina Díaz Arias (…) tiene en la actualidad 19 años de edad, indicó que no labora, ni tiene ingresos y por tanto solicitó que se afilie al Subsistema de Salud como beneficiara de su padre, señor José Gustavo Díaz, son circunstancias que permiten inferir a este Tribunal su dependencia económica del señor Díaz, según el principio de la buena fe que le asiste a los particulares en sus declaraciones, siendo tarea de la entidad demandada desvirtuar tales afirmaciones, lo que no aconteció en el caso en concreto.  

Por lo tanto y de acuerdo a la jurisprudencia constitucional en cuanto a que no puede haber un trato discriminatorio a los afiliados al Sistema General de Salud como a los distintos regímenes especiales de seguridad social, lo dispuesto en el Decreto 2353 de 2015 es el aplicable a la accionante para que sea inscrita al Subsistema de Salud de la Policía Nacional como beneficiaria de su progenitor, por ser la única condición  que estableció la nueva legislación. 

Aunado a lo anterior, para esta Sala la entidad accionada debió previo a retirar a la joven Valentina Díaz Arias del Subsistema de Salud de la Policía Nacional, haber garantizado a la misma las reglas mínimas del debido proceso, en el sentido de haberle comunicado su decisión de desvinculación con el fin de que pudiera ejercer su derecho de defensa (…)” 

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-760 de 2008, T-1087 de 2012 y T-210 de 2013.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
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1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por la joven Valentina Díaz Arias en contra de la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional por la presunta violación de sus derechos fundamentales a la salud, la vida, mínimo vital, la igualdad y el de petición.

2. ANTECEDENTES

2.1. Informó Valentina Díaz Arias que es beneficiaria en el subsistema de salud de la Policía Nacional de su padre, señor José Gustavo Díaz, quien es pensionado de dicha entidad.

Indicó la accionante que la Policía Nacional la desvinculó y/o retiró por el hecho de haber cumplido la mayoría de edad, con el argumento que si los hijos o compañeros permanentes que se encuentran laborando y generando ingresos como independientes no procede su afiliación a la Policía Nacional.  Por lo tanto, la Dirección Seccional de Salud de la Policía Nacional le expidió una certificación mediante la cual le informa su estado de retirada del subsistema de salud, pese a que no labora, ni tiene ingresos y que su intención era continuar estudiando  por lo que se presentó al SENA, pero no fue admitida.

2.2. Por lo anterior, solicitó: i) que se tutelen sus derechos fundamentales al mínimo vital, la vida, la igualdad y petición, y ii) ordenar a la Dirección Seccional de Salud de la Policía Nacional la vincule inmediatamente al régimen de salud en calidad de beneficiaria del señor José Gustavo Díaz, atendiendo sus condiciones personales para que pueda seguir una vida digna al igual que su familia.

La accionante había solicitado una medida provisional tendiente a que se ordenara a la demandada su vinculación al sistema de salud de la Policía Nacional.

2.3. Al escrito de tutela anexó copia de los siguientes documentos: i) constancia del 23 de febrero de 2016 expedida por Sanidad Seccional Risaralda en donde se indica que la tutelante se encuentra en estado de “retirado” del subsistema de salud de la Policía Nacional; ii) constancia de registro en el subsistema de salud de la Policía Nacional donde aparece la accionante como beneficiaria del señor José Gustavo Díaz hasta el 29/02/2016; iii) cédula de ciudadanía de la actora y iv) resultado de prueba del SENA donde la actora registra como no seleccionada (folios 4 al 7).

2.4. Mediante autos del 10 de marzo de 2016 se avocó el conocimiento de la presente actuación, se ordenó correr traslado a la entidad accionada y se dispuso vincular a la Dirección de Sanidad Nacional de la Policía de Risaralda (folio 10); así mismo, se negó la medida provisional solicitada por la actora (folios 11 al 14). 
3. RESPUESTA DE LAS DEMANDADAS
3.1. DIRECCIÓN DE SANIDAD SECCIONAL RISARALDA - POLICÍA NACIONAL

Informó que la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional ha dispuesto los recursos para brindar los servicios contratados, la atención médica, odontológica, quirúrgica y farmacéutica con el fin de satisfacer las necesidades de salud de sus usuarios.
En cuanto a los hechos que motivaron la presente acción, señala que esa seccional actualmente no puede prestarle los servicios médicos a la joven Valentina Díaz Arias en su condición de beneficiaria por cuanto no acredita la calidad de estudiante, tal como lo establece el Decreto 1164 de 2014.  Así mismo, aclaró que esa entidad procederá a prestarle los servicios médicos a la accionante una vez sea presentado el certificado de estudio.

Hizo referencia a la prestación de los servicios de salud para los afiliados y beneficiarios del Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, de acuerdo al Decreto 1795 de 2000 para concluir que a la actora no se le pueden brindar dichos servicios hasta que no acredite su calidad de estudiante con dedicación exclusiva.

Por lo anterior, solicitó negar la acción de tutela ante la ausencia de vulneración de derechos fundamentales a la actora. (Fls. 24 y 25)

3.2. La Dirección de Sanidad Nacional de la Policía Nacional no se pronunció con respecto a la demanda de amparo.
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 Problema jurídico y solución al caso en concreto
4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandada y vinculada han vulnerado los derechos fundamentales a la joven Valentina Díaz Arias, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo invocado.  

4.3.2. Se reitera que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.3.3. En el caso sub examine, la Sala observa que la joven Valentina Díaz Arias,  quien era beneficiaria de su padre, señor José Gustavo Díaz pensionado de la Policía Nacional, fue desafiliada del Subsistema de Salud de esa entidad por cuanto la misma cumplió la mayoría de edad y no acreditó que se encontraba estudiando, de conformidad con lo establecido en el Decreto 1164 de 2014.  Sin embargo, la accionante señaló que con el fin de continuar sus estudios se inscribió en el SENA, pero no fue seleccionada.  Así mismo, indicó que no se encontraba laborando ni tenía ingresos; por lo tanto, consideró que tiene derecho a ser vinculada nuevamente como beneficiaria de su padre para poder acceder a los servicios de salud de la  Policía Nacional, ya que según sus dichos tiene pendientes unas citas médicas.  
4.3.4.  En lo que tiene que ver con la supuesta vulneración del derecho fundamental de la salud, se hace pertinente reiterar que el mismo debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-760 de 2008, en la que concluyó que la salud es un derecho fundamental autónomo:

 “(…) 3.2.1.3. Así pues, considerando que son fundamentales (i) aquellos derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”, la Corte señaló en la sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen el derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque de constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios específicos a los que las personas tienen derecho. Concretamente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el acceso a un servicio de salud que se requiera, contemplado en los planes obligatorios, es derecho fundamental autónomo. En tal medida, la negación de los servicios de salud contemplados en el POS es una violación del derecho fundamental a la salud, por tanto, se trata de una prestación claramente exigible y justiciable mediante acción de tutela. La jurisprudencia ha señalado que la calidad de fundamental de un derecho no depende de la vía procesal mediante la cual éste se hace efectivo.” (Subrayas nuestras).

4.3.5.   Con respecto al  régimen especial de Seguridad Social en Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Corte Constitucional en la Sentencia T-210 de 2013, reiteró lo siguiente:

“La Ley 100 de 1993, en su artículo 279, consagró distintos regímenes especiales de seguridad social, los cuales están excluidos del Sistema General en Salud, como son los relativos a los miembros de la Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de Ecopetrol y de las empresas en concordato preventivo y obligatorio mientras dure el proceso concursal
.

Bajo ese entendido, se tiene que las Fuerzas Militares y la Policía Nacional forman parte de los regímenes especiales de salud y, acerca de dichos regímenes la Corte Constitucional ha sostenido que:

“[t]ales regímenes consagran derechos adquiridos por los mencionados sectores laborales, gracias a reivindicaciones colectivas que fueron defendidas por sus voceros ante el Congreso de la República, justamente, para que no fueran desconocidas por el sistema general de pensiones y salud” 
.   Sobre esta materia la Corte también ha precisado lo siguiente:

 “(…) El legislador pretendió al establecer los regímenes de excepciones al régimen general de la Ley 100 de 1993: (i) que los derechos en salud contengan beneficios y condiciones superiores a los que rigen para los demás afiliados al Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la dicha ley y, a su vez, (ii) en ningún caso, consagren un tratamiento discriminatorio o menos favorable al que se otorga a los afiliados al sistema integral general
”. 

Concretamente, respecto del Régimen Especial de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Ley 352 de 1997 “Por la cual se reestructura el Sistema de Salud y se dictan otras disposiciones en materia de Seguridad Social para las Fuerzas Militares y la Policía Nacional”, define la sanidad como un servicio público esencial orientado a dar respuesta a las necesidades del personal activo, retirado, pensionado y beneficiario
. El Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía se inspira en principios orientadores
, entre los cuales se encuentra el de universalidad, que es la garantía de la protección para todas las personas, sin ninguna discriminación, en todas las etapas de la vida y la protección integral a sus afiliados y beneficiarios en sus fases de educación, información y fomento de la salud, prevención, protección, diagnóstico, recuperación, rehabilitación, en los términos y condiciones que establece el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial. De igual manera, deben realizar actividades que en materia de salud requieran las Fuerzas Militares y la Policía Nacional para el cumplimiento de su misión.

Por su parte, el Decreto Ley 1795 de 2000, en virtud del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional dispuso que el objeto de tal sistema es prestar el servicio de sanidad inherente a las operaciones militares y del servicio policial como parte de su logística militar, así como brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios
.” (Énfasis propio)
Por su parte, la Jefe Seccional de Sanidad de Risaralda, teniente coronel Luisa Fernanda Vega Bahamón contestó a la demanda de tutela que la entidad no puede prestarle los servicios médicos a la joven Valentina Díaz Arias en su condición de beneficiaria por cuanto en la actualidad no acredita la calidad de estudiante, tal como lo establece el Decreto 1164 de 2014.   Sin embargo, dicha respuesta no puede será atendida por  esta Colegiatura si se tiene en cuenta que el Decreto 1164 de 2014 fue derogado por el artículo 89 del Decreto 2353 del 3 de diciembre de 2015 “por el cual se unifican y  actualizan las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud, y crea el Sistema de Atención Transaccional y se definen los instrumentos para garantizar la continuidad en la  afiliación y goce efectivo del derecho a la salud”, el que en su artículo 21 indicó quienes conforman el núcleo familiar del afiliado cotizante, así:
“Artículo 21. Composición del núcleo familiar. Para efectos de la inscripción de los beneficiarios, el núcleo familiar del afiliado cotizante estará constituido por:
21.1. El cónyuge;

21.2.  A falta de cónyuge, la compañera o compañero permanente incluyendo las parejas del mismo sexo;

21.3.  Los hijos menores de veinticinco (25) años de edad que dependen económicamente del cotizante;

21.4.  Los hijos de cualquier edad si tienen incapacidad permanente y dependen económicamente del cotizante;

21.5.  Los hijos del cónyuge o compañera o compañero permanente del afiliado, incluyendo los de las parejas del mismo sexo, que se encuentren en las situaciones definidas en los numerales 21.3. y 21.4 del presente artículo;

21.6.  Los hijos de los beneficiarios descritos en los numerales 21.3. y 21.4 del presente artículo hasta que dichos beneficiarios conserven tal condición.

21.7.  Los hijos menores de veinticinco (25) años y los hijos de cualquier edad con incapacidad permanente que, como consecuencia del fallecimiento de los padres, la pérdida de la patria potestad o la ausencia de éstos, se encuentren hasta el tercer grado de consanguinidad con el cotizante y dependan económicamente de éste (…)”

De acuerdo a lo anterior, la joven Valentina Díaz Arias, nacida el 15 de diciembre de 1996
, tiene en la actualidad 19 años de edad, indicó que no labora, ni tiene ingresos y por tanto solicitó que se afilie al Subsistema de Salud como beneficiara de su padre, señor José Gustavo Díaz, son circunstancias que permiten inferir a este Tribunal su dependencia económica del señor Díaz, según el principio de la buena fe que le asiste a los particulares en sus declaraciones, siendo tarea de la entidad demandada desvirtuar tales afirmaciones, lo que no aconteció en el caso en concreto.  
Por lo tanto y de acuerdo a la jurisprudencia constitucional en cuanto a que no puede haber un trato discriminatorio a los afiliados al Sistema General de Salud como a los distintos regímenes especiales de seguridad social, lo dispuesto en el Decreto 2353 de 2015 es el aplicable a la accionante para que sea inscrita al Subsistema de Salud de la Policía Nacional como beneficiaria de su progenitor, por ser la única condición  que estableció la nueva legislación. 

4.3.6. Aunado a lo anterior, para esta Sala la entidad accionada debió previo a retirar a la joven Valentina Díaz Arias del Subsistema de Salud de la Policía Nacional, haber garantizado a la misma las reglas mínimas del debido proceso, en el sentido de haberle comunicado su decisión de desvinculación con el fin de que pudiera ejercer su derecho de defensa.  Al respecto, la Corte Constitucional ha indicado que pese a que en lo atinente a las desafiliaciones en los regímenes excepcionales dicho procedimiento no se encuentra reglamentado,   habrá de acudirse a las máximas del artículo 29 de la C.N., según señaló dicha Corporación en la Sentencia T-1087 de 2012 lo siguiente:

“(…), conviene precisar que en materia del régimen de salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional ni la Ley 352 de 1997 ni el Decreto 1795 de 2000, regulan expresamente la concerniente a la desafiliación de quienes acceden a la prestación de los servicios, por consiguiente, para ello es necesario acudir a normas constitucionales, como el artículo 29 que reconoce el derecho al debido proceso. En efecto, esta Corte ha indicado que la desafiliación de una persona del Sistema de Seguridad Social en Salud no puede hacerse en forma arbitraria y unilateral, sino que, para ello, es necesario garantizar las reglas mínimas del debido proceso. Así pues, en Sentencia C-800 de 2003, esta Corporación sostuvo que:

“En todo caso, cuando constitucional y legalmente no corresponda a una EPS continuar un tratamiento médico, lo que se decida al respecto ha de ser producto de un debido proceso básico (artículo 29, CP) , precepto desarrollado por el legislador al impedir categóricamente a las EPS desafiliar de forma unilateral y caprichosamente a una persona”.

Igualmente, en Sentencia T-128 de 2005, esta Corporación señaló:

 “Las decisiones de las EPS de suspender la prestación del servicio o desafiliar a una persona del sistema no pueden adoptarse de manera unilateral y caprichosamente, pues siempre habrá de garantizarse el debido proceso a los afiliados.

Bajo ese escenario, se tiene que la consideración expuesta por la Corte en las sentencias traídas a colación, tienen plena aplicación tanto en el Sistema General de Seguridad Social en Salud, como en lo regímenes especiales, pues los postulados del debido proceso no dependen de la pertenencia o no a un régimen en particular.”

4.3.7.  Frente a las posturas de las partes enfrentadas en la presente acción de tutela y analizados los documentos probatorios aportados por la joven Valentina Díaz Arias, la Sala concluye que la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional no se sujetó a los lineamientos legales para desafiliar a la accionante del Subsistema de Salud de esa entidad; por lo tanto, vulneró sus derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad, seguridad social y a la salud, lo que hace procedente el amparo invocado y como consecuencia de tal declaración, se ordenará a la Jefe de la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, afilie nuevamente a la joven Valentina Díaz Arias como beneficiaria de su padre, el señor José Gustavo Díaz, al Subsistema de Salud de la Policía Nacional, vinculación que se mantendrá mientras la misma dependa económicamente del afiliado cotizante y sea menor de 25 años de edad.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley
FALLA

Primero: TUTELAR los derechos fundamentales al debido proceso, seguridad social, igualdad y salud, invocados por la joven Valentina Díaz Arias.

Segundo: ORDENAR a la Jefe de la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional (o a quien haga sus veces) que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, efectúe los trámites administrativos tendientes a afiliar nuevamente a la joven Valentina Díaz Arias como beneficiaria de su padre, el señor José Gustavo Díaz, al Subsistema de Salud de la Policía Nacional, vinculación que se mantendrá mientras la misma dependa económicamente del afiliado cotizante y sea menor de 25 años de edad.
Tercero: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARIA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria
� Artículo 279 de la Ley 100 de 1993: Excepciones: “El sistema integral de seguridad social contenido en la presente ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido pro el Decreto Ley 1214 de 1990, con excepción de aquél que se vincule a partir de la vigencia de la presente ley, ni a los miembros no remunerados de las corporaciones públicas”. 


� Sentencia T-348 de 1997. 


� Sentencia T-594 de 2006.


� Artículo 3° de la Ley 352 de 1997.


� Artículo 4° Ibídem.


� Artículo 5 del Decreto – ley 1795 de 2000.


� Ver cédula de ciudadanía, folio 6


� Ver al respecto la Sentencias T-380 y T-861 de 2007.


� T-1087/12
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